
Durante junio, en la Fiscalía
Metropolitana Sur se llevaron a
cabo diversos controles internos
a las distintas secciones que la
componen, y en la Unidad de
Custodia de esa jurisdicción se
detectó una serie de irregulari-
dades. El fiscal regional Héctor
Barros ordenó la realización de
un sumario interno y a poco an-
dar, se abrió también una inves-
tigación penal. 

Se identificaron anomalías en
el procedimiento de destrucción
de algunos de los artículos in-
cautados en el marco de investi-
gaciones judiciales. Esta fiscalía
tiene jurisdicción sobre las 12 co-
munas del sector sur de la Re-
gión Metropolitana, entre ellas
se encuentran Pedro Aguirre
Cerda, Lo Espejo, San Ramón,
Puente Alto, La Pintana, San
Bernardo, por ejemplo.

Instruyen una
indagatoria penal y
otra administrativa

A raíz de esos resultados, se
está investigando el robo de artí-
culos por parte de uno de los
funcionarios, el cual será forma-
lizado este viernes por el Minis-
terio Público. Asimismo, se está
indagando la participación de
otros dos involucrados, también
del Ministerio Público, quienes
pasarán a control de detención el
lunes. Todos ellos se desempe-
ñarían en la custodia de las espe-
cies y su posterior destrucción. 

Si bien desde la fiscalía no es-
pecificaron cuáles fueron los ar-
tículos sustraídos, se descartó
que fuera droga. En ese marco, el
fiscal Sur, Juan Cheuquiante, ex-
plicó que: “En conjunto con Ca-
rabineros, nos encontramos rea-

lizando una serie de diligencias,
para establecer la participación
de otros dos funcionarios de esa
unidad (...), todos estos delitos
están siendo penalmente inves-
tigados, exhaustivamente, por el
ente persecutor, además de las
sanciones administrativas que
correspondan”.

Nuevo reglamento de
la fiscalía para especies
incautadas

Dentro del sitio web de la fis-
calía, se encuentra el nuevo re-
glamento que establece el proto-
colo de manejo de especies in-
cautadas en procesos investiga-

tivos, el cual entró en vigencia el
1 de junio de este año. 

Por ejemplo, se expone que
“las Unidades de Gestión y Con-
trol regionales, emitirán infor-
mes mensuales indicando la si-
tuación de las especies incauta-
das en la región”. 

Asimismo, en ese documento
se indica un listado del tipo de
artículos que no pueden ingre-
sar a las bodegas de la custodia
de la fiscalía, entre ellas: elemen-
tos perecibles, sustancias peli-
grosas, bebidas alcohólicas u ob-
jetos robados que tengan dueño,
pues en este tipo de objetos recae
otro tipo de instructivo que defi-
ne su manejo.

Los elementos debían ser destruidos: 

Tres funcionarios de la
Fiscalía Metropolitana Sur
serán imputados por robar
artículos incautados

Hoy, uno de los tres trabajadores enfrentará cargos por sustraer
especies desde la Unidad de Custodia, mientras que los dos
restantes lo harían el lunes.
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Acusando vulneraciones de derecho, favores
solicitados por magistrados y enemistad de otros
hacia él, el ministro de la Corte de Apelaciones de
Santiago Antonio Ulloa ingresó una apelación a la
resolución del tribunal de alzada que lo suspendió
por cuatro meses y que recomienda a la Corte Su-
prema la apertura de un cuaderno de remoción en
su contra, en el marco de sus conversaciones con el
abogado Luis Hermosilla referentes a nombramien-
tos e integraciones de salas.

En el escrito, el magistrado señala que en el pro-
ceso seguido en su contra “en nada se consideran
los elementos principales que explican la mayoría de
los cargos”, y agrega que la fiscal judicial Javiera
González y la sentencia tiene “un marcado sesgo
vulneratorio de la presunción de inocencia y de mi
honra, haciéndose eco de una orquestada e interesa-
da campaña comunicacional en mi contra”.

Sobre González, plantea que “me privó sin funda-
mento de rendir prueba testimonial idónea a fin de

defenderme de parte de los cargos”, y que además
extendió “ilegalmente su investigación”.

Ulloa también hace mención a que dos ministras
debieron inhabilitarse de pronunciarse sobre su
caso, por haberle solicitado su “ayuda para lograr
sus designaciones en ternas para el cargo de minis-
tro de esta Corte”.

En esa situación, plantea, se encuentra la ministra
Romy Rutherford, quien le envió su currículum vía
correo electrónico, señalando: “Va lo pedido !!!!!!!!
Cariños”.

También menciona a la titular Maritza Villadan-
gos, apuntando que esta envió un correo diciendo:
“Querido Antonio: Tal como te conté, estoy en esta
terna junto a Paola y Crisosto y no tengo pitutos.
Pensando en quién recurrir, me acordé de ti con la
esperanza de que puedas hacer alguna llamada
telefónica milagrosa. De antemano muchísimas
gracias. Cariños. Maritza”.

En paralelo, sostiene que la ministra Dobra Lusic
también debió inhabilitarse, pues dice que desde que
asumió en el cargo “he percibido una notoria enemis-

tad de la ministra señora Dobra Lusic Nadal hacia mi
persona, siendo informado por fuentes confiables
que tal tratamiento se debería a la convicción por
parte de la citada señora ministra que yo habría
intervenido junto a terceros en una campaña en su
contra que impidió su ascenso al cargo de ministra
de la Corte Suprema, lo que niego tajantemente”.

Sobre sus chats con Hermosilla, el magistrado
reconoce “haber incurrido en esta conducta, pero
estimo no corresponde que mi persona sea el ‘chivo
expiatorio’ de una práctica consuetudinaria que
claramente debe erradicarse a fin de resguardar la
independencia y probidad judicial”.

En esa línea, añade que “tal información siempre
fue entregada y/o comunicada con posterioridad a
los respectivos acuerdos adoptados, atendido que la
prueba recopilada en este procedimiento demuestra
que en caso alguno conversé o discutí con el señor
Hermosilla causas jurisdiccionales o disciplinarias
que fueron conocidas por la Iltma. Corte de Apela-
ciones de Santiago, con antelación a mi intervención
como ministro en dichos antecedentes”.

Y agrega que con el abogado imputado en el caso
Audio “no existe una relación de ‘íntima amistad’
que se refleje en actos de estrecha familiaridad. Las
conversaciones que tuve con el señor Hermosilla se
refieren a mi nombramiento como ministro de esta
Corte, así como las buenas referencias a otros fun-
cionarios judiciales, que me pidieron ayuda en sus
postulaciones a cargos de ministros y/o fiscales
judiciales, todo dentro de un contexto de buena fe
para ilustrar la idoneidad de el o los candidatos”.

APUNTA A QUE MINISTROS QUE SE PRONUNCIARON SOBRE SU CASO DEBIERON INHABILITARSE POR HABERLE PEDIDO “AYUDA” 

“No corresponde que mi persona sea el ‘chivo expiatorio’”:
juez Ulloa apela a su suspensión por chats con Hermosilla

Antonio Ulloa, ministro de la Corte de Apelaciones de
Santiago.

O. R.

En el marco del examen de
constitucionalidad que debe
realizar el Tribunal Constitu-
cional (TC) respecto de la refor-
ma notarial y registral, el nota-
rio de Iquique Néstor Araya
Blazina y el conservador de Bie-
nes Raíces de Pozo Almonte,
Enso González González, in-
gresaron un escrito, un “ténga-
se presente”, buscando que los
ministros del Pleno consideren
la opinión del abogado consti-
tucionalista Patricio Zapata.

El escrito adjunta un informe
en derecho elaborado por Zapa-
ta, referido específicamente a
los artículos 3° y 2° transitorios
del proyecto, que establecen a
los notarios y conservadores un
límite de edad de 75 años para
ejercer en el cargo.

En su informe en derecho, el
abogado plantea que ambos ar-
tículos deben ser materia de
Ley Orgánica Constitucional
(LOC) y no de ley simple (como
se votó en el Congreso), por lo
que ellos también deberían ser
objeto del control preventivo
obligatorio.

En esa línea, sostiene también

que los artículos 3° y 2° transi-
torios son inconstitucionales y
que constituyen una “ley ad no-
minem”, es decir, que afecta a un
grupo específico y determinado
de personas (96, en este caso), lo
que vulnera el principio de ge-
neralidad de las leyes.

Además, el documento con-
signa que “la ex-
clusión de estos
funcionarios ba-
sándose única-
m e n t e e n s u
edad constituye
una discrimina-
ción arbitraria,
violando los de-
rechos fundamentales de acce-
so a la función pública y la liber-
tad de trabajo y su protección”.
Así, enfatiza que la Constitu-
ción prohíbe cualquier discri-
minación que no se base en la
capacidad o idoneidad personal
y que, aunque la Carta Magna sí
permite límites de edad en cier-
tos casos, cuando el legislador
es quien los impone, debe so-
meterse a un escrutinio estricto
y ser razonable, lo que no se da-
ría en esta situación.

El abogado constitucionalista
también señala en su informe

en derecho que “la aplicación
de un límite de edad absoluto a
quienes ya estaban en ejercicio
y fueron exceptuados por una
ley anterior (Ley N° 19.390, de
1995) afecta la garantía institu-
cional de inamovilidad, esen-
cial para la independencia de
los oficios” de notario y conser-

vador. Compara
con experiencias
constituyentes
previas (1980 y
2021-2022), don-
de se exceptuó a
los jueces en fun-
ciones de límites
de edad retroacti-

vos, lo que sugiere que el legis-
lador ordinario debería tener
una restricción aún mayor.

En resumen, el informe de
Patricio Zapata indica que los
artículos 3° y 2° transitorios del
proyecto de ley son materia de
LOC y deben ser controlados
preventivamente, y que afectan
la independencia de los conser-
vadores y notarios, vulneran el
principio de generalidad y vio-
lan derechos fundamentales co-
mo el acceso a la función públi-
ca, la libertad de trabajo y la no
discriminación por edad.

“Afecta a un grupo específico”, dice informe en derecho:

Impugnan ante el TC norma
que cesa en el cargo a
notarios mayores de 75

El abogado constitucionalista Patricio Zapata elaboró el
documento incluido en escrito de dos funcionarios, en el marco
del control de constitucionalidad en la magistratura.

O. R.

Tras más de seis años de trámite, la reforma notarial y registral fue despachada a comienzos de julio desde el Congreso.

NÚMERO
Son más de 90 los notarios

y conservadores los que
deberían dejar sus cargos

en el plazo de un año.
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Al ser uno de los acreedores, con el
3,35% del total que se debe pagar, la
Municipalidad de Valparaíso tiene derecho
a reclamar $1.956 millones. Pero la subas-
ta de 530 ha de terrenos en Curauma, que
tendrá lugar el próximo 21 de agosto, está
ofreciéndolos a UF 90 mil ($3.532 millo-
nes). En tanto, el principal acreedor es el
Fisco, con el 71,1% del total, que reclama
el pago de $41.495 millones.

Todas estas cifras las entrega la
abogada Jéssica Torres, quien represen-
ta a la inmobiliaria Curauma S.A., que
llevó a cabo el proyecto de desarrollo
urbano de ese sector ubicado en la parte
alta de Valparaíso, pero que, para hacer
frente a sus deudas, fue declarada en
quiebra por el Segundo Juzgado Civil de
Santiago en 2013.

Torres critica que la postura mínima
fijada por el síndico César Millán Nicolet
para ese remate alcanza apenas al 8% del
valor de UF 1 millón 116 mil en que la

propiedad fue tasada en 2015. 
“Si pensamos en lo que era Curauma

hace 10 años y las necesidades habitacio-
nales de la época con lo que pasa hoy, el
valor debería ser aún mayor. En reitera-
das oportunidades, hemos pedido que se
actualice el informe y el juez dice no a
lugar. Si ocurre a este nivel, ¿qué pasa con
el resto de las personas a las que les
rematan su inmueble a precio vil? En la
práctica, es una expropiación”, acusa.

Relata que la causa es tan antigua que
muchos de los acreedores ya no partici-
pan en la junta que accedió a rematar a
ese precio. “Entre ellos, la Municipalidad
de Valparaíso”, que —dice— reclama
pagos adeudados de patentes y derechos.

Por esta razón, los concejales Dante
Iturrieta (UDI) y Miguel Vergara (P.
Republicano) han pedido en dos ocasiones
a la alcaldesa Camila Nieto (FA) que
intervenga. “Que el municipio pida retasar
esos terrenos, protegiendo sus intereses,

para que el remate sea acorde a los
precios de mercado”, argumenta Iturrieta. 

“Para que la deuda pudiera ser cu-
bierta, el remate debería alcanzar, como
mínimo, UF 1 por metro cuadrado (hoy
alcanzaría la décima parte de ello). De
lo contrario, los fondos obtenidos no
serían suficientes para pagar ni la
deuda con la Tesorería ni con el munici-
pio, sin contar a los otros acreedores”,
agrega Vergara.

Ambos dicen que, hasta ahora, no han
obtenido respuesta de la jefa edilicia.
Ayer, este diario tampoco la obtuvo.

La abogada de Curauma S.A., por su
parte, insiste en que “es extraño que esto
cuente con la anuencia de la Tesorería
General de la República, que tiene déficit
para recoger impuestos”. 

El excore Manuel Millones recordó
que parte del terreno fue ofrecido, en su
oportunidad, como alternativa para
construir el nuevo hospital Van Buren. 

EN 2015, LOS TERRENOS FUERON VALORIZADOS EN UF 1 MILLÓN 116 MIL ($43 MIL 800 MILLONES):

Piden a Municipalidad de Valparaíso objetar subasta
que ofrece 530 ha en Curauma al 8% de su tasación

Tres heridos, que hasta ayer estaban
internados y bajo observación en recintos
asistenciales, además de dos detenidos, dejó
una balacera que se produjo en una zona
residencial que accede al centro comercial y
de servicios de la ciudad de Arica. 

La Fiscalía informó, preliminarmente, que
el hecho, que generó una gran alarma públi-
ca, se habría producido “en el contexto de
una riña”. También se indaga la presunta
participación de integrantes de bandas de
crimen organizado.

La balacera, ocurrida la noche del miérco-
les pasado, se registró en un contexto de
reforzamiento de medidas de seguridad en
esa comuna debido a la delincuencia. 

Al inicio de la instalación de una red de
“postes inteligentes” en la vía pública
—cuentan con cámaras de grabación, botón
de pánico, alta voz, iluminación, conexión a
una central de operaciones e intercomunica-

dor para denunciar delitos, entre otros—, se
sumó esta semana el anuncio del municipio
sobre la adquisición de 11 drones. Estos
dispositivos aéreos, que contarán con cáma-
ras infrarrojas y lentes que permitirán leer
patentes de vehículos y registrar rostros de
personas, serán incorporados como apoyo a
patrullajes y operativos policiales diurnos y
nocturnos que se activen en esa comuna. 

Asimismo, el Ministerio Público y las
policías han advertido en las últimas semanas
que, pese a los grandes juicios contra el
crimen organizado, que han dejado a cerca
de 40 implicados en prisión —en su mayoría
extranjeros—, ese tipo de agrupaciones, que
cuentan con armas de fuego, estarían en
proceso de rearticulación, con enfrentamien-
tos entre sus remanentes y la activación de
facciones que buscan asumir su liderazgo,
ajustar cuentas o controlar territorios para
cometer diversos tipos de delitos.

EN UNA ZONA RESIDENCIAL Y DE ACCESO AL CENTRO DE LA CIUDAD:

Balacera en Arica deja tres heridos, 
en medio de activación de medidas
antidelincuencia que incluye uso de drones

Fecha:
Vpe:
Vpe pág:
Vpe portada:

18/07/2025
  $2.067.383
 $20.570.976
 $20.570.976

Audiencia:
Tirada:
Difusión:
Ocupación:

     320.543
     126.654
     126.654
      10,05%

Sección:
Frecuencia:

NACIONAL
0

Pág: 4


